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DICTAMEN AFIRMATIVO DE MAYORÍA 

 

LEY DE CERO TOLERANCIA  A LA EVASIÓN FISCAL 
 

 

EXPEDIENTE N.° 21.210 

 

Los suscritos diputados, integrantes de la Comisión Permanente Ordinaria de 
Asuntos Hacendarios, rendimos DICTAMEN AFIRMATIVO DE MAYORÍA sobre el 
expediente legislativo N° 21.210 “LEY DE CERO TOLERANCIA  A LA EVASIÓN 
FISCAL”, iniciado el 11 de enero de 2019, publicado en el Alcance N.° 139, a La 
Gaceta 116, de 21 de junio de 2019, con fundamento en las siguientes 
consideraciones: 
 

 
1. RESUMEN DEL PROYECTO 
 
El presente proyecto de ley pretende la positivización de medidas administrativas 
que, en su momento, racionalizaron la posibilidad de conciliación o reparación 
integral del daño, con grandes evasores fiscales antes de la fase de juicio. Buscando 
que la mayor cantidad de ilícitos tributarios puedan llegar a fase de juicio, y así 
generar una medida de disuasión natural del derecho penal y dejar de ser un 
incentivo a la defraudación fiscal.   
 
2. CONSULTAS. 
 
El proyecto de ley fue consultado a las siguientes instituciones: 

 Ministerio de Hacienda. 

 Ministerio Público. 

 Procuraduría General de la República. 
 
El departamento de Servicios Técnico indicó que adicionalmente era de consulta 
obligatoria la Corte Suprema de Justicia. 
 

a. Ministerio Público. 
 
El Ministerio Público (FGR-427-2019) suscrito por la Fiscala General, Licda. Emilia 
Navas Aparicio, de fecha 30 de julio del 2019, manifesta que “se pretende crear 
conciencia para el pago de impuestos” sin embargo señala posibles transgresiones 
a principios constitucionales, que no quedan del todo claros en la respuesta emitida.  
Indica la fiscalía que el proyecto “aludido pretende limitar el acceso a medidas 
alternas en delitos relacionados a temas tributarios, así como reducir el piso mínimo 
del delito de fraude contra la Hacienda Pública para aplicar el instituto de ejecución 
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condicional de la pena cuando el imputado se someta a un proceso abreviado y 
repare el daño.” 
 
Efectivamente, ese es el espíritu del legislador, al limitar la posibilidad de medidas 
alternas junto con una rebaja del piso mínimo de pena de prisión para permitir la 
ejecución condicional de la pena en caso de aceptación de culpabilidad en 
procedimiento abreviado. De esta manera, el legislador limita mecanismos alternos 
sin limitar el acceso a la justicia y rebajando la pena de prisión para permitir medidas 
de ejecución alternas a la prisión, siempre que exista aceptación de culpabilidad.  
Reconoce el Ministerio Público “que es necesario implementar de manera eficaz la 
recuperación de los créditos a favor el Estado”. 
 
Continúa el documento haciendo un acercamiento al significado de las políticas de 
mano dura o cero tolerancias; para luego hacer una diferenciación doctrinaria entre 
la evasión fiscal y la defraudación fiscal, que, si bien colabora a aclarar 
concepciones doctrinarias, no se relacionan directamente con el articulado del 
proyecto en el marco de la consulta realizada.  
 
Sobre las medidas alternas y fines procesales la fiscalía hace una serie de 
observaciones que, si bien están dentro del marco de operador jurídico del derecho 
penal, son valoraciones que deben ir fundadas en criterios técnicos de derecho 
positivo integrado por jurisprudencia especializada de la materia penal y 
constitucional. Esto con el fin de fundamentar las observaciones para una mejor 
consideración del legislador al dictar leyes de política criminal como es el caso. 
 
Indica la fiscalía que “no se determina con claridad si efectivamente se le va a 
brindar al contribuyente la posibilidad de una salida alterna o si indefectiblemente 
sufrirá la pena de prisión en caso del dictado de una condenatoria en su contra.” 
Como se desprende de la exposición de motivos: 

 
El presente proyecto de ley pretende la positivización de medidas 
administrativas que, en su momento, racionalizaron la posibilidad de 
conciliación o reparación integral del daño, con grandes evasores fiscales 
antes de la fase de juicio. Buscando que la mayor cantidad de ilícitos 
tributarios puedan llegar a fase de juicio, y así generar una medida de 
disuasión natural del derecho penal y dejar de ser un incentivo a la 
defraudación fiscal.  

 
Es claro el legislador al pretender que la mayor cantidad de delitos tributarios lleguen 
a la fase de juicio, implementando las medidas naturales de disuasión punitiva del 
Estado.  
 
Adicionalmente, señala la fiscalía que se podría vulnerar el principio “non bis in 
idem”, afirmación que estas diputaciones no comparte por las siguientes 
consideraciones. 
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El principio aludido por la fiscalía en propias palabras de su respuesta implica “la 
prohibición de que un mismo hecho resulte sancionado más de una vez por el 
mismo hecho, al pretender que a pesar de que el sujeto activo opte por una salida 
alterna al proceso, también tenga que enfrentar un castigo.” Efectivamente ninguna 
persona puede ser juzgado más de una vez por el mismo hecho punible, como 
indica el numeral 42 de nuestra Constitución Política.  
 
Pero es criterio de los legisladores que este no es el caso en estudio, en principio al 
no haber una lectura completa del Capítulo III del Código de Normas y 
Procedimientos Tributarios. El artículo 90 de dicho cuerpo normativo establece el 
procedimiento para aplicar las sanciones penales, que le delega a la Administración 
Tributaria estimar que irregularidades detectadas pudieran ser constitutivas de 
delito para denunciar en el Ministerio Público. Mientras que el artículo 92 que 
establece el delito de fraude contra la Hacienda Pública, establece una serie de 
definiciones que se deben entender en la aplicación de este tipo penal, condiciones 
inherentes de la Administración Tributaria para la constitución de este tipo penal. En 
el inciso c) del artículo 92 se establece la posibilidad de que exista una excusa legal 
absolutoria del hecho, al reparar su incumplimiento en dicha sede administrativa 
frente a la Administración Tributaria.  
 
Este artículo 92 del CNPT leído en su integralidad y en concordancia con el proyecto 
propuesto, no limita el acceso a la justicia ni el principio de “non bis in ídem”, al no 
constituirse el delito de fraude contra la hacienda pública si no es con las 
consideraciones hechas por la Administración Tributaria en sede administrativa.  
 
Confunde el Ministerio Público el principio del artículo 42 constitucional, en este 
caso, porque no hay dos sanciones por el mismo hecho punible. El hecho punible 
se constituye en delito cuando se dan las consideraciones de la Administración 
Tributaria al intimar al Ministerio Público a acusar en sede judicial, mientras que ese 
requisito no se dé, no se pude hablar de un delito al ser conocido en sede 
administrativa.  
 
No es de recibo el señalamiento de la fiscalía en este punto, al confundir el principio 
constitucional en mención, con la sede penal y la sede administrativa que 
constituyen foros completamente distintos de poderes del Estado diferentes.  
 
b. Corte Suprema de Justicia. 
Responde este poder de la República el 8 de agosto del 2019, según misiva SP 
2144-19 suscrita por la Licda Silvia Navarro Romanini, en calidad de Secretaria 
General de la CSJ, señala que no hay afectación a la organización y funcionamiento 
del Poder Judicial. 
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Indica el magistrado Rivas que este proyecto es introducir cambios en algunas 
normas como el Código Procesal Penal, y el Código de Normas y Procedimientos 
Tributarios y la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República con el 
objetivo de establecer expresamente que la conciliación y la compensación integral 
no serán admitidas para quienes cometan delitos tributarios. 
 
Es criterio tanto del Diputado proponente como los legisladores miembros de esta 
Subcomisión que se procura es justamente delimitar esa acción con la actual 
propuesta de ley cuando ésta se encuentra en sede judicial con lo cual se promueve 
agilizar los procesos para que el Estado obtenga los beneficios que se derivan de 
nuestro sistema tributario. Todos los costarricenses somos responsables de ello. 
 
3. AUDIENCIAS, CONSULTAS Y MOCIONES RECIBIDAS 
 
Al rendir el presente informe, no se han recibido audiencias ni se han presentado 
mociones para el efecto, ni tampoco se obtuvo respuestas por parte del Ministerio 
de Hacienda ni de la Procuraduría General de la República. 
 
4. TRÁMITE LEGISLATIVO 

 

a.  El 11 de enero del 2019 fue presentado el proyecto en la corriente 
legislativa. 

b. Se le asigna comisión el 12 de junio del 2019. 
c. Se envió el proyecto a publicación el 16 de junio del 2019. 
d. El 25 de junio del 2019 se recibe el proyecto en la Comisión de Hacendarios. 
e. Finalmente, el 2 de julio del 2019 ingresa al orden del día. 
f. El 3 de junio del 2019 fueron enviadas las consultas anteriormente 

mencionadas.  
g. El miércoles 21 de agosto se presenta informe de subcomisión 

recomendando la aprobación de dos mociones de fondo tendientes a 
corregir técnica legislativa y su dictamen positivo. 

h. El martes 27 de agosto del 2019, se vota afirmativamente el informe de 
subcomisión y sus respectivas mociones de fondo. 

i. Se dictamina por el fondo con 10 votos a favor y 1 en contra. 
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5. INFORME DE SERVICIOS TECNICOS  

 
A la fecha de la realización de este informe, no se cuenta con informe de Servicios 
Técnicos. 
 
6. CONCLUSIONES. 
 
Estas diputaciones consideran que debe haber una ponderación de bienes jurídicos 
tutelados en los delitos de fraude contra la hacienda pública. Se considera que este 
tipo de defraudaciones son un robo a todos los costarricenses por lo que debe 
aplicar todo el peso de la ley en sede penal. Sin renunciar a las posibilidades y 
potestades de conciliación en sede administrativa por parte de la Administración 
Tributaria. 
 
Si bien se limita la posibilidad de medidas alternas en sede penal, no se renuncia a 
la posibilidad de conciliar en sede administrativa, etapa previa a la configuración del 
delito de fraude contra la hacienda pública en manos de la Administración Tributaria. 
 
No se consideran las vulneraciones a principios constitucionales señalados por el 
ministerio público, al no haber doble sanción por el mismo hecho punible en sede 
penal, al confundir la sede administrativa de la penal en el proceso de configuración 
de este tipo penal. 
  
7. RECOMENDACIONES 
 
De conformidad con lo anteriormente expuesto, ésta Comisión Ordinaria de Asuntos 
Hacendarios recomienda al plenario: 
 

 Votar positivamente el proyecto de “LEY DE CERO TOLERANCIA A LA 
EVASIÓN FISCAL”, expediente legislativo Nº 21.210 y su aprobación al 
plenario legislativo.   
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

 
LEY DE CERO TOLERANCIA A LA EVASIÓN FISCAL 

 

 
 

ARTÍCULO 1- Reformas de la Ley N.° 7594, Código Procesal Penal, de 10 de 
abril de 1996, y sus reformas.  
 
Se reforma el  inciso j) del Artículo 30,  y el párrafo séptimo del Artículo 36 de la Ley 
N.° 7594, de 10 de abril de 1996, Código Procesal Penal, de 10 de abril de 1996, 
para que se lean de la siguiente manera: 
 
Artículo 30- Causas de extinción de la acción penal 
 
La acción penal se extinguirá por las causas siguientes: 
 
(…) 
 
j) La reparación integral a entera satisfacción de la víctima, del daño particular 
o social causado, realizada antes del juicio oral, en delitos de contenido patrimonial 
no tributarios, sin fuerza en las cosas ni violencia sobre las personas y en delitos 
culposos, siempre que la víctima o el Ministerio Público lo admitan, según el caso. 
 
Esta causal procede siempre que, durante los cinco años anteriores, el imputado no 
se haya beneficiado con esta medida ni con la suspensión del proceso a prueba o 
la conciliación.  Para tales efectos, el Registro Judicial llevará un archivo de los 
beneficarios.” 
 
(…) 
 
Artículo 36- Conciliación 
 
(…) 
 
El tribunal no aprobará la conciliación cuando tenga fundados motivos para estimar 
que alguno de los que intervienen no está en condiciones de igualdad para negociar 
o ha actuado bajo coacción o amenaza; tampoco, en los delitos cometidos en 
perjuicio de las personas menores de edad.  No procede la conciliación en los delitos 
de naturaleza tributaria. 
 
(…) 
 

ARTÍCULO 2- Agréguese un párrafo final en el artículo 90 de la Ley N.° 4755, 
de 3 de mayo, y sus reformas, Código de Normas y Procedimientos Tributarios, para 
que se lea de la siguiente manera: 
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Artículo 90- Procedimiento para aplicar sanciones penales.  En los supuestos en 
que la Administración Tributaria estime que las irregularidades detectadas pudieran 
ser constitutivas de delito podrá presentar la denuncia ante el Ministerio Público, en 
cuyo caso se abstendrá de seguir el procedimiento administrativo sancionador y de 
determinación de la obligación tributaria, hasta que la autoridad judicial dicte 
sentencia firme o tenga lugar el sobreseimiento.  Si transcurrido el plazo de cinco 
años al que se refiere el inciso g) del artículo 53, el Ministerio Público no presenta 
la acusación formal, o posterior a dicho plazo se dicta sobreseimiento definitivo, la 
Administración Tributaria perderá la competencia para retomar el conocimiento del 
caso en vía administrativa. 
 
En sentencia, el juez penal resolverá sobre la aplicación de las sanciones penales 
tributarias al imputado.  En el supuesto de condenatoria, determinará el monto de 
las obligaciones tributarias principales y las accesorias, los recargos e intereses, 
directamente vinculados con los hechos configuradores de sanciones penales 
tributarias, así como las costas respectivas. 
 
No procederá la conciliación o reparación integral del daño, según lo dispuesto en 
el Código Procesal Penal, Ley N.° 7594, de 10 de abril de 1996, en los delitos que 
se regulan en el presente capítulo. 
 
ARTÍCULO 3- Para que se reforme el artículo 3 inciso l) de la Ley N.° 6815, 
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, de 27 de setiembre de 
1982. 
 
Artículo 3- ATRIBUCIONES: 
 
Son atribuciones de la Procuraduría General de la República: 
 
(…) 
 
l) Proponer y acordar arreglos o convenios durante la tramitación de cualquier 
proceso, cuando valore su procedencia y oportunidad.  En estos casos se requerirá 
autorización escrita del procurador general, del procurador general adjunto o del 
funcionario en quien estos deleguen. 
 
Se exceptúan de estos casos la tramitación de los delitos de naturaleza tributaria. 
 
(…) 
 
Rige a partir de su publicación.  
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DADO EN LA SALA DE COMISIONES LEGISLATIVAS VI, A LOS VEINTISIETE DÍAS DEL 

MES DE AGOSTO DE DOS MIL DIECINUEVE. 

 

 

 

 

ANA LUCÍA DELGADO OROZCO  MARÍA VITA MONGE GRANADOS 
PRESIDENTA     SECRETARIA 
 
 
 
 
 
CARLOS AVENDAÑO CALVO   EDUARDO CRUICKSHANK SMITH 
 
 
 
 
 
LAURA GUIDO PÉREZ    HARLLAN HOEPELMAN PAEZ 
 
 
 
 
 
WAGNER JIMÉNEZ ZÚÑIGA   RODOLFO PEÑA FLORES  
 
   
 
 
 
 
WELMER RAMOS GONZÁLEZ   OTTO VARGAS VÍQUEZ  
   
 
 
 
 
 

GUSTAVO VIALES VILLEGAS  
DIPUTADOS 
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